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T	E	M	A	R	I	O

Materias	comunes

Tema 1.- La Constitución Española de 1978: Características, Estructura, Principios y valores
constitucionales, Derechos fundamentales y Libertades públicas y su especial protección.

Tema 2.- La Gobernanza Pública y el Gobierno Abierto. Concepto y principios informadores del
Gobierno Abierto: Colaboración, participación, transparencia y rendición de cuentas. Datos
abiertos y reutilización. El marco jurídico y los planes de Gobierno Abierto en España

Tema 3.- La Administración General del Estado. Principios de organización y funcionamiento
constitucionales informadores. Órganos Superiores y directivos de la Administración General del
Estado.

Tema 4.- La Ley del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas:
contenido y ámbito de aplicación. El procedimiento administrativo como garantía formal:
Concepto, naturaleza y principios generales. Las fases del Procedimiento Administrativo:
Iniciación, ordenación, instrucción y terminación del procedimiento administrativo.

Tema 5.- Los recursos administrativos: Concepto y clases. Recursos de alzada, reposición y
extraordinario de revisión. La Jurisdicción contencioso-administrativa: Concepto y órganos.

Tema 6.- Los Contratos del Sector Público: Concepto y clases. Estudio de sus elementos. Su
cumplimiento. La revisión de precios y otras alteraciones contractuales. Incumplimiento de los
contratos del Sector Público.

Tema 7.- Tipos de contratos: obras, gestión de servicios públicos, suministro, servicios, concesión
de obras públicas y colaboración entre el sector público y el sector privado.

Tema 8.- Políticas de Igualdad de Género. La Ley Orgánica 3/2007, para la Igualdad efectiva de
mujeres y hombres. Políticas contra la Violencia de Género. La Ley Orgánica 1/2004, de Medidas
de Protección Integral contra la Violencia de Género. Políticas sociales dirigidas a la atención a
personas con discapacidad y/o dependientes.

Tema 9.- El régimen jurídico del personal al servicio de las Administraciones Públicas:
características y tipos. Estatuto Básico del Empleado Público. La adquisición y pérdida de la
condición de funcionario. La selección de personal al servicio de las Administraciones Públicas:
Principios constitucionales. Sistemas de selección. Los procesos selectivos en la Administración
Pública.



Tema 10.- Derechos y deberes del Personal al servicio de la Administración Pública. Situaciones
Administrativas. Incompatibilidades del personal al servicio de las Administraciones Públicas.
La Seguridad Social del personal al servicio de las Administraciones Públicas. Régimen especial
de clases pasivas.

Tema 11.- La Responsabilidad de los funcionarios. Régimen disciplinario. Responsabilidad
patrimonial y penal. Los delitos de los funcionarios.

Tema 12.- El personal laboral al servicio de las Administraciones Públicas: régimen jurídico
aplicable. La contratación laboral en la Administración Pública: modalidades de contrato.
Personal fijo y personal laboral.

Tema 13.- La Ley de Prevención de Riesgos Laborales: Derecho a la protección frente a los riesgos
laborales. Principios de la acción preventiva. La evaluación de riesgos y la planificación de la
acción preventiva. Consulta y participación de los trabajadores.

Tema 14.- El Presupuesto: concepto y principios presupuestarios. El procedimiento
administrativo de ejecución del presupuesto de gasto. Órganos competentes. Fases del
procedimiento y sus documentos contables.

Tema 15.- El sistema de Ciencia y Tecnología en España. La política científica y tecnológica.
Objetivos.

Tema 16.- Los programas comunitarios de investigación. Objetivos.

Tema 17.- Los Organismos Públicos de Investigación: Régimen Jurídico. Características.
Funciones y Estructura.

Tema 18.- La Ley 14/2011, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación.
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TEMA	1.‐	LA	CONSTITUCIÓN	ESPAÑOLA	DE	1978:	CARACTERÍSTICAS,
ESTRUCTURA,	PRINCIPIOS	Y	VALORES	CONSTITUCIONALES,	DERECHOS
FUNDAMENTALES	Y	LIBERTADES	PÚBLICAS	Y	SU	ESPECIAL	PROTECCIÓN.

INTRODUCCIÓN

Tras las Elecciones Generales del 15 de junio de 1977, el Congreso de los Diputados ejerció la iniciativa
constitucional que le otorgaba el art. 3º de la Ley para la Reforma Política y, en la sesión de 26 de julio de
1977, el Pleno aprobó una moción redactada por todos los Grupos Parlamentarios y la Mesa por la que se
creaba una Comisión Constitucional con el encargo de redactar un proyecto de Constitución.

Una vez elaborada y discutida en el Congreso y Senado, mediante Real Decreto 2550/1978 se convocó el
Referéndum para la aprobación del Proyecto de Constitución, que tuvo lugar el 6 de diciembre siguiente. Se
llevó a cabo de acuerdo con lo prevenido en el Real Decreto 2120/1978. El Proyecto fue aprobado por el
87,78% de votantes que representaban el 58,97% del censo electoral.

Su Majestad el Rey sancionó la Constitución durante la solemne sesión conjunta del Congreso de los Diputa-
dos y del Senado, celebrada en el Palacio de las Cortes el miércoles 27 de diciembre de 1978. El BOE publicó
la Constitución el 29 de diciembre de 1978, que entró en vigor con la misma fecha. Ese mismo día se publica-
ron, también, las versiones en las restantes lenguas de España.

A lo largo de su vigencia ha tenido dos reformas:

-En 1992, que consistió en añadir el inciso "y	pasivo" en el artículo 13.2, referido al derecho de sufragio
en las elecciones municipales.

-En 2011, que consistió en sustituir íntegramente el artículo 135 para establecer constitucionalmente
el principio de estabilidad presupuestaria, como consecuencia de la crisis económica y financiera.

1.‐	LA	CONSTITUCIÓN:	ESTRUCTURA	Y	CONTENIDO

1.1.- ANTECEDENTES

Las múltiples influencias de una Constitución derivada como la española de 1978 -además de aquellas
recibidas del constitucionalismo histórico español- hay que buscarlas preferentemente dentro de las nuevas
corrientes europeas que aparecen después de la Segunda Guerra Mundial, y en tal sentido ha recibido claras
influencias de otros textos constitucionales europeos, así como de diferentes Tratados de Derecho Interna-
cional:

• De la Constitución italiana de 1947 habría que destacar la configuración del poder judicial y sus
órganos de gobierno, o los antecedentes del Estado Regional Italiano.
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TEMA	2.‐	LA	GOBERNANZA	PÚBLICA	Y	EL	GOBIERNO	ABIERTO.	CONCEPTO	Y	PRIN‐
CIPIOS	INFORMADORES	DEL	GOBIERNO	ABIERTO:	COLABORACIÓN,	PARTICIPA‐
CIÓN,	TRANSPARENCIA	Y	RENDICIÓN	DE	CUENTAS.	DATOS	ABIERTOS	Y	REUTILI‐
ZACIÓN.	EL	MARCO	JURÍDICO	Y	LOS	PLANES	DE	GOBIERNO	ABIERTO	EN	ESPAÑA.

1.‐	GOBERNANZA	PÚBLICA	Y	GOBIERNO	ABIERTO

1.1.- CONCEPTO

Las Administraciones Públicas deben asegurar un marco normativo estable y adaptado a las necesidades de
nuestros ciudadanos y empresas, que contribuya a  simplificar sus relaciones con las distintas Administracio-
nes Públicas, a mejorar la competitividad de nuestras empresas y fortalecer la  confianza en las instituciones
y en la calidad de los servicios y decisiones.

La gobernanza supone un cambio de paradigma en las relaciones administrativas, propiciando la adopción
de  políticas públicas con la participación de distintos sectores público y privado. En el ámbito de la Adminis-
tración General del Estado, la Dirección General de Gobernanza Pública ejerce sus funciones con el propósito
de guiar y dirigir la actividad administrativa desde una triple perspectiva: coordinación de la organización
para asegurar una actuación ordenada para evitar duplicidades y alcanzar un uso adecuado de los recursos,
evaluación de la gestión administrativa para mejorar el funcionamiento de los servicios, y orientación de la
organización y servicios hacia el ciudadano.

Por otra parte, el Gobierno Abierto es una nueva manera de entender la relación de la Administración con
los ciudadanos, el resto de administraciones públicas y las otras organizaciones de la sociedad (incluyendo
las empresas). Aporta una forma de relacionarse entre la Administración Pública y los ciudadanos que se
caracteriza por el establecimiento de canales de comunicación y contacto directo entre ellos:

-Entabla una constante conversación con los ciudadanos con el fin de oír lo que ellos dicen y solicitan,
toma decisiones basadas en sus necesidades y preferencias.

-Facilita la colaboración de los ciudadanos y funcionarios en el desarrollo de los servicios que presta y
comunica todo lo que decide y hace de forma abierta y transparente.

El Gobierno Abierto tiene como objetivo que los ciudadanos colaboren en la creación y la mejora de los
servicios públicos y en el robustecimiento de la transparencia y la rendición de cuentas.

Podría definirse como el conjunto de mecanismos que contribuyen a la gobernanza Pública y buen gobierno,
basado en los pilares de transparencia, participación ciudadana, rendición de cuentas, colaboración e
innovación, incluyendo en la ciudadanía en el proceso de toma de decisiones así como en la implementación
de políticas públicas. A continuación se mencionan otras definiciones sobre Gobierno Abierto que ayudarán
a comprender su significado:
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TEMA	3.‐	LA	ADMINISTRACIÓN	GENERAL	DEL	ESTADO.	PRINCIPIOS	DE	ORGANI‐
ZACIÓN	Y	FUNCIONAMIENTO	CONSTITUCIONALES	INFORMADORES.	ÓRGANOS
SUPERIORES	Y	DIRECTIVOS	DE	LA	ADMINISTRACIÓN	GENERAL	DEL	ESTADO.

1.‐	LA	ADMINISTRACIÓN	PÚBLICA

1.1.- REGULACIÓN CONSTITUCIONAL

Refiriéndose a la Administración Pública en general, la Constitución le impone una serie de principios de
actuación y organización. Así, el art. 103.1 establece que “la Administración Pública sirve con objetividad los
intereses generales y actúa de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, descon-
centración y coordinación”.

La afirmación de que la Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales es el eje sobre
el que debe gravitar la actuación administrativa. El interés general se configura de esta manera como un
principio constitucionalizado, que debe estar presente y guiar cualquier actuación de la Administración. La
consecuencia inmediata no es otra sino la de que la Administración no goza de un grado de autonomía de
la voluntad similar al que es propio de los sujetos de derecho privado. La actuación de la Administración
deberá estar guiada por la búsqueda y consecución del interés público que le corresponda, lo que le impedirá
-por imperativo del precepto constitucional mencionado- apartarse del fin que le es propio.

El ordenamiento jurídico establece figuras y mecanismos tendentes a evitar desviaciones de la Administra-
ción respecto de lo que, en cada momento, y en función de las circunstancias, deba considerarse como interés
público a alcanzar. El artículo 103.1 garantiza de esta manera que las potestades administrativas reconocidas
por el ordenamiento jurídico no se utilicen con fines distintos de aquellos que justificaron su creación y
reconocimiento en favor de la Administración.

Por otra parte, el sometimiento pleno a la ley y al Derecho recogido en el artículo 103.1 enlaza con lo previsto
en el artículo 106.1 de la Constitución, cuando se atribuye a los Tribunales (a los órganos jurisdiccionales
competentes) el control de la potestad reglamentaria y la legalidad de la actuación administrativa, así como
el sometimiento de ésta a los fines que la justifican. Ello impide que puedan existir comportamientos de la
Administración Pública -positivos o negativos- inmunes al control judicial.

Por otra parte, el artículo 103.1 alude también a los principios de eficacia, jerarquía, descentralización,
desconcentración y coordinación, disponiendo que la Administración Pública debe actuar de acuerdo con
dichos principios. En realidad, es fácil observar que tales principios no están situados en el mismo plano: los
principios de jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación no son nada en sí mismos si no
se conectan con la finalidad que con ellos se persigue, como es alcanzar una actuación administrativa eficaz.
Podría decirse que el principio de eficacia es el objetivo a alcanzar, siendo los principios de jerarquía,
descentralización, desconcentración y coordinación medios a través de los cuales podrá conseguirse dicho
objetivo.
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TEMA	4.‐	LA	LEY	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE	LAS	AA.PP.:
CONTENIDO	Y	ÁMBITO	DE	APLICACIÓN.	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO
COMO	GARANTÍA	FORMAL:	CONCEPTO,	NATURALEZA	Y	PRINCIPIOS	GENERALES.
LAS	FASES	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO:	INICIACIÓN,	ORDENACIÓN,

INSTRUCCIÓN	Y	TERMINACIÓN	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO.

1.‐	LA	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE	LAS	AA.PP.

1.1.- CONTENIDO Y ESTRUCTURA

El art. 103 de la Constitución dispone que “la	Administración	Pública	 sirve	con	objetividad	 los	 intereses
generales	y	actúa	de	acuerdo	con	los	principios	de	eficacia,	jerarquía,	descentralización,	desconcentración	y
coordinación,	con	sometimiento	pleno	a	la	Ley	y	al	Derecho”.

Tras más de veinte años de vigencia de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común, recientemente el poder legislativo ha llevado a cabo una reforma
del ordenamiento jurídico público articulada en dos ejes fundamentales: las relaciones «ad	extra» (hacia
afuera) y «ad	intra» (hacia dentro) de las Administraciones Públicas. Para ello se han impulsado simultánea-
mente dos nuevas leyes que constituirán los pilares sobre los que se asentará en adelante el Derecho admi-
nistrativo español: la Ley del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (Ley
39/2015), y la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público (Ley 40/2015).

La Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas constituye el
primero de estos dos ejes, al establecer una regulación completa y sistemática de las relaciones «ad	extra»
entre las Administraciones y los administrados, tanto en lo referente al ejercicio de la potestad de autotutela
y en cuya virtud se dictan actos administrativos que inciden directamente en la esfera jurídica de los intere-
sados, como en lo relativo al ejercicio de la potestad reglamentaria y la iniciativa legislativa. Queda así
reunido en cuerpo legislativo único la regulación de las relaciones «ad extra» de las Administraciones con
los ciudadanos como ley administrativa de referencia que se ha de complementar con todo lo previsto en la
normativa presupuestaria respecto de las actuaciones de las Administraciones Públicas, destacando especial-
mente lo previsto en la Ley Orgánica 2/2012, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera; la
Ley 47/2003, General Presupuestaria, y la Ley de Presupuestos Generales del Estado.

La Ley se estructura en 133 artículos, distribuidos en siete títulos, cinco disposiciones adicionales, cinco
disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y siete disposiciones finales.

TÍTULO PRELIMINAR.- El título preliminar, de disposiciones generales, aborda el ámbito objetivo y subjetivo
de la Ley. Entre sus principales novedades, cabe señalar, la inclusión en el objeto de la Ley, con carácter
básico, de los principios que informan el ejercicio de la iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria
de las Administraciones. Se prevé la aplicación de lo previsto en esta Ley a todos los sujetos comprendi-
dos en el concepto de Sector Público, si bien las Corporaciones de Derecho Público se regirán por su
normativa específica en el ejercicio de las funciones públicas que les hayan sido atribuidas y supletoria-
mente por esta Ley.
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TEMA	5.‐	LOS	RECURSOS	ADMINISTRATIVOS:	CONCEPTO	Y	CLASES.
RECURSOS	DE	ALZADA,	REPOSICIÓN	Y	EXTRAORDINARIO	DE	REVISIÓN.

LA	JURISDICCIÓN	CONTENCIOSO‐ADMINISTRATIVA:	CONCEPTO	Y	ÓRGANOS.

1.‐	RECURSOS	ADMINISTRATIVOS

1.1.- CONCEPTO Y CARACTERES

Un recurso administrativo puede definirse como la impugnación de un acto administrativo ante un órgano
de este carácter. Así, los recursos administrativos son actos del ciudadano mediante los que éste pide a la
propia Administración la revocación o reforma de un acto administrativo (o de una disposición de carácter
general de rango inferior a la Ley), en base a un título jurídico específico.

Junto a esta definición inicial de los recursos administrativos hay que recoger la existencia en nuestro
sistema jurídico de un doble sistema de recursos, que reconoce a los destinatarios de los actos administrati-
vos la posibilidad de impugnarlos ante la propia Administración que los dictó o ante los Tribunales de
Justicia, en este caso ante la jurisdicción contencioso-administrativa. Duplicidad de recursos, administrativos
y jurisdiccionales, que constituyen en principio una doble garantía para los ciudadanos y que generalmente
no tiene carácter alternativo sino acumulativo o sucesivo: el acto o disposición, unas veces puede otras debe,
ser impugnado primero ante la propia Administración que lo dictó y sólo después, desestimada expresa o
tácitamente aquella primera impugnación, puede plantearse una segunda ante los Tribunales contencio-
so-administrativos.

Así pues, los rasgos fundamentales de los recursos administrativos y que caracterizan en nuestro ordena-
miento el sistema de recursos, son:

-Su finalidad impugnatoria de actos o disposiciones que se estimen contrarios a derecho.

-El papel de garantía de los ciudadanos frente a la Administración.

-Su concepción como trámite previo, unas veces potestativo, otras preceptivo o previo de la impugnación
ante los  Tribunales contencioso-administrativos.

1.2.- PRINCIPIOS GENERALES

Objeto y clases.- Contra las resoluciones y los actos de trámite, si estos últimos deciden directa o indirecta-
mente el fondo del asunto, determinan la imposibilidad de continuar el procedimiento, producen
indefensión o perjuicio irreparable a derechos e intereses legítimos, podrán interponerse por los intere-
sados los recursos de alzada y potestativo de reposición, que cabrá fundar en cualquiera de los motivos
de nulidad o anulabilidad previstos en esta Ley.

La oposición a los restantes actos de trámite podrá alegarse por los interesados para su consideración
en la resolución que ponga fin al procedimiento.
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TEMA	6.‐	LOS	CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO:	CONCEPTO	Y	CLASES.
ESTUDIO	DE	SUS	ELEMENTOS.	SU	CUMPLIMIENTO.	LA	REVISIÓN	DE	PRECIOS

Y	OTRAS	ALTERACIONES	CONTRACTUALES.	INCUMPLIMIENTO
DE	LOS	CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO.

1.‐	LOS	CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO

1.1.- CONCEPTO CIVIL DE CONTRATO

El origen y esencia de los contratos administrativos está en el contrato civil o privado. Según el art. 1089 del
Código Civil, "las	obligaciones	nacen	de	la	Ley,	de	los	contratos	y	de	los	actos	y	omisiones	ilícitos	en	que	interven‐
ga	cualquier	género	de	culpa	o	negligencia".

Así pues, jurídicamente, las obligaciones nacen, bien por imposición de una Ley, o bien por la propia voluntad
de una persona de contraer obligaciones respecto de otra, mediante un contrato.

El contrato se configura así como una de las fuentes de obligaciones jurídicas y, en este sentido, el propio
Código Civil, en su art. 1254, lo define diciendo que "el	contrato	existe	desde	que	una	o	varias	personas
consienten	en	obligarse,	respecto	de	otra	u	otras,	a	dar	alguna	cosa	o	prestar	algún	servicio".

Ahora bien, quizás con esta definición no quede aún perfectamente delimitado el concepto de contrato, en
un sentido jurídico estricto, que permita diferenciar, nítidamente y con carácter general, un contrato de lo
que sería un simple acuerdo de voluntades carente de tal naturaleza.

Teniendo en cuenta el conjunto del articulado del Código Civil al respecto, los matices que realmente definen
a un acuerdo de voluntades como un contrato radican fundamentalmente en lo siguiente:

-Se ha de producir un intercambio de obligaciones recíprocas entre las partes intervinientes en el
contrato.

-La autonomía de la voluntad de las partes está condicionada por una serie de normas de carácter
público, tendentes a proteger tanto los derechos de los contratantes como los intereses generales de la
sociedad.

En definitiva, y en un sentido amplio, se puede definir al contrato como un acuerdo entre partes del que
nacen obligaciones recíprocas y para el que, dada su trascendencia social y económica, la Ley establece unas
normas y unas consecuencias jurídicas.

1.2.- MODALIDAD DE LOS CONTRATOS

Existen dos grandes grupos en los que se suelen englobar las distintas modalidades de contratos, en función
de los sujetos que en él intervienen y de la normativa que les es de aplicación:
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TEMA	7.‐	TIPOS	DE	CONTRATOS:	OBRAS,	GESTIÓN	DE	SERVICIOS	PÚBLICOS,
SUMINISTRO,	SERVICIOS,	CONCESIÓN	DE	OBRAS	PÚBLICAS	Y	COLABORACIÓN

ENTRE	EL	SECTOR	PÚBLICO	Y	EL	SECTOR	PRIVADO.

1.‐	TIPOS	DE	CONTRATOS	SEGÚN	LA	LEY	9/2017

1.1.- INTRODUCCIÓN

Respecto de la delimitación de los diferentes tipos de contratos en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de
Contratos del Sector Público, las principales novedades en este ámbito se han introducido en la regulación
del contrato de concesión, en el contrato mixto y en el contrato de colaboración público-privada, que se
suprime.

En el ámbito de las concesiones, desaparece la figura del contrato de gestión de servicio público y, con ello,
la regulación de los diferentes modos de gestión indirecta de los servicios públicos que se hacía en el Real
Decreto Legislativo 3/2011, por el que se aprobó el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público.
Surge en su lugar, y en virtud de la nueva Directiva relativa a la adjudicación de contratos de concesión, la
nueva figura de la concesión de servicios, que se añade dentro de la categoría de las concesiones a la ya
existente figura de la concesión de obras. En virtud de ello, los tipos de contratos actuales son:

-Contrato de obras
-Contrato de concesión de obras
-Contrato de concesión de servicios
-Contrato de suministro
-Contrato de servicios
-Contratos mixtos

1.2.- DELIMITACIÓN DE LOS TIPOS CONTRACTUALES

Calificación de los contratos.- Los contratos de obras, concesión de obras, concesión de servicios, suministro
y servicios que celebren las entidades pertenecientes al sector público se calificarán de acuerdo con las
normas contenidas en la presente sección.

Los restantes contratos del sector público se calificarán según las normas de derecho administrativo o
de derecho privado que les sean de aplicación.

Contrato de obras.- Son contratos de obras aquellos que tienen por objeto uno de los siguientes:

a) La ejecución de una obra, aislada o conjuntamente con la redacción del proyecto, o la realización de
alguno de los trabajos siguientes:
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TEMA	8.‐	POLÍTICAS	DE	IGUALDAD	DE	GÉNERO.	LA	LEY	ORGÁNICA	3/2007,
PARA	LA	IGUALDAD	EFECTIVA	DE	MUJERES	Y	HOMBRES.	POLÍTICAS	CONTRA

LA	VIOLENCIA	DE	GÉNERO.	LA	LEY	ORGÁNICA	1/2004,	DE	MEDIDAS	DE	PROTEC‐
CIÓN	INTEGRAL	CONTRA	LA	VIOLENCIA	DE	GÉNERO.	POLÍTICAS	SOCIALES	DIRIGI‐

DAS	A	LA	ATENCIÓN	A	PERSONAS	CON	DISCAPACIDAD	Y/O	DEPENDIENTES.

1.‐	POLÍTICAS	DE	IGUALDAD	DE	GÉNERO

El artículo 14 de la Constitución española proclama el derecho a la igualdad y a la no discriminación por
razón de sexo. Por su parte, el artículo 9.2 consagra la obligación de los poderes públicos de promover las
condiciones para que la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas.

La igualdad entre mujeres y hombres es un principio jurídico universal reconocido en diversos textos
internacionales sobre derechos humanos, entre los que destaca la Convención sobre la eliminación de todas
las formas de discriminación contra la mujer, aprobada por la Asamblea General de Naciones Unidas en
diciembre de 1979 y ratificada por España en 1983. En este mismo ámbito procede evocar los avances
introducidos por conferencias mundiales monográficas, como la de Nairobi de 1985 y Beijing de 1995.

La igualdad es, asimismo, un principio fundamental en la Unión Europea. Desde la entrada en vigor del
Tratado de Ámsterdam, el 1 de mayo de 1999, la igualdad entre mujeres y hombres y la eliminación de las
desigualdades entre unas y otros son un objetivo que debe integrarse en todas las políticas y acciones de la
Unión y de sus miembros.

Con amparo en el antiguo artículo 111 del Tratado de Roma, se ha desarrollado un acervo comunitario sobre
igualdad de sexos de gran amplitud e importante calado, a cuya adecuada transposición se dirige, en buena
medida, la presente Ley. En particular, esta Ley incorpora al ordenamiento español dos directivas en materia
de igualdad de trato, la 2002/73/CE, de reforma de la Directiva 76/207/CEE, relativa a la aplicación del
principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en lo que se refiere al acceso al empleo, a la forma-
ción y a la promoción profesionales, y a las condiciones de trabajo; y la Directiva 2004/113/CE, sobre
aplicación del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en el acceso a bienes y servicios y su
suministro.

El pleno reconocimiento de la igualdad formal ante la ley, aun habiendo comportado, sin duda, un paso
decisivo, ha resultado ser insuficiente. La violencia de género, la discriminación salarial, la discriminación
en las pensiones de viudedad, el mayor desempleo femenino, la todavía escasa presencia de las mujeres en
puestos de responsabilidad política, social, cultural y económica, o los problemas de conciliación entre la vida
personal, laboral y familiar muestran cómo la igualdad plena, efectiva, entre mujeres y hombres, aquella
«perfecta igualdad que no admitiera poder ni privilegio para unos ni incapacidad para otros», en palabras
escritas por John Stuart Mill hace casi 140 años, es todavía hoy una tarea pendiente que precisa de nuevos
instrumentos jurídicos.
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TEMA	9.‐	EL	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	AA.PP.:
CARACTERÍSTICAS	Y	TIPOS.	EL	ESTATUTO	BÁSICO	DEL	EMPLEADO	PÚBLICO.

LA	ADQUISICIÓN	Y	PÉRDIDA	DE	LA	CONDICIÓN	DE	FUNCIONARIO.	LA	SELECCIÓN
DE	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS:

PRINCIPIOS	CONSTITUCIONALES.	SISTEMAS	DE	SELECCIÓN.
LOS	PROCESOS	SELECTIVOS	EN	LA	ADMINISTRACIÓN	PÚBLICA.

1.‐	EL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	AA.PP.:	RÉGIMEN	JURÍDICO

1.1.- INTRODUCCIÓN

El régimen jurídico del personal al servicio de las Administraciones Públicas está configurado fundamental-
mente por el Estatuto Básico del Empleado Público (EBEP), aprobado actualmente por Real Decreto Legislati-
vo 5/2015 de 30 de octubre, que establece los principios generales aplicables al conjunto de las relaciones
de empleo público, empezando por el de servicio a los ciudadanos y al interés general, ya que la finalidad
primordial de cualquier reforma en esta materia debe ser mejorar la calidad de los servicios que el ciudadano
recibe de la Administración.

El Estatuto Básico del Empleado Público contiene aquello que es común al conjunto de los funcionarios de
todas las AA.PP., más las normas legales específicas aplicables al personal laboral a su servicio. Partiendo del
principio constitucional de que el régimen general del empleo público en nuestro país es el funcionarial,
reconoce e integra la evidencia del papel creciente que en el conjunto de Administraciones Públicas viene
desempeñando la contratación de personal conforme a la legislación laboral para el desempeño de determi-
nadas tareas. En ese sentido, el Estatuto sintetiza aquello que diferencia a quienes trabajan en el sector
público administrativo, sea cual sea su relación contractual, de quienes lo hacen en el sector privado.

El Estatuto Básico es un paso importante y necesario en un proceso de reforma, previsiblemente largo y
complejo, que debe adaptar la articulación y la gestión del empleo público en España a las necesidades de
nuestro tiempo, en línea con las reformas que se vienen emprendiendo últimamente en los demás países de
la Unión Europea y en la propia Administración comunitaria.

Las Administraciones y entidades públicas de todo tipo deben contar con los factores organizativos que les
permitan satisfacer el derecho de los ciudadanos a una buena administración, que se va consolidando en el
espacio europeo, y contribuir al desarrollo económico y social. Entre esos factores el más importante es, sin
duda, el personal al servicio de la Administración.

Además del EBEP como norma básica, otra serie de leyes configuran el régimen jurídico del personal al
servicio de las AA.PP., como son las siguientes:

• Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública

• Leyes reguladoras de la Función Pública de cada Comunidad Autónoma
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TEMA	10.‐	DERECHOS	Y	DEBERES	DEL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE
LA	ADMINISTRACIÓN	PÚBLICA.	SITUACIONES	ADMINISTRATIVAS.
INCOMPATIBILIDADES	DEL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	AA.PP.
LA	SEGURIDAD	SOCIAL	DEL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	AA.PP.

RÉGIMEN	ESPECIAL	DE	CLASES	PASIVAS.

1.‐	DERECHOS	Y	DEBERES	DEL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	AA.PP.

El EBEP regula los derechos y deberes del personal al servicio de las AA.PP. en los términos siguientes.

1.1.- DERECHOS INDIVIDUALES Y COLECTIVOS

Derechos individuales.- Los empleados públicos tienen los siguientes derechos de carácter individual en
correspondencia con la naturaleza jurídica de su relación de servicio:

a) A la inamovilidad en la condición de funcionario de carrera.

b) Al desempeño efectivo de las funciones o tareas propias de su condición profesional y de acuerdo con
la progresión alcanzada en su carrera profesional.

c) A la progresión en la carrera profesional y promoción interna según principios constitucionales de
igualdad, mérito y capacidad mediante la implantación de sistemas objetivos y transparentes de evalua-
ción.

d) A percibir las retribuciones y las indemnizaciones por razón del servicio.

e) A participar en la consecución de los objetivos atribuidos a la unidad donde preste sus servicios y a
ser informado por sus superiores de las tareas a desarrollar.

f) A la defensa jurídica y protección de la Administración Pública en los procedimientos que se sigan ante
cualquier orden jurisdiccional como consecuencia del ejercicio legítimo de sus funciones o cargos
públicos.

g) A la formación continua y a la actualización permanente de sus conocimientos y capacidades profesio-
nales, preferentemente en horario laboral.

h) Al respeto de su intimidad, orientación sexual, propia imagen y dignidad en el trabajo, especialmente
frente al acoso sexual y por razón de sexo, moral y laboral.

i) A la no discriminación por razón de nacimiento, origen racial o étnico, género, sexo u orientación
sexual, religión o convicciones, opinión, discapacidad, edad o cualquier otra condición o circunstancia
personal o social.
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TEMA	11.‐	LA	RESPONSABILIDAD	DE	LOS	FUNCIONARIOS.
RÉGIMEN	DISCIPLINARIO.	RESPONSABILIDAD	PATRIMONIAL

Y	PENAL.	LOS	DELITOS	DE	LOS	FUNCIONARIOS.

1.‐	LA	RESPONSABILIDAD	DE	LOS	FUNCIONARIOS

La Constitución consagra en sus artículos 9 y 103 la responsabilidad de la Administración Pública frente al
ciudadano garantizando el principio de legalidad de su actuación, la jerarquía normativa, la publicidad de
las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos
individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes
públicos. Asimismo, determina que mediante ley se regulará el estatuto de los funcionarios públicos, el
acceso a la función pública de acuerdo con los principios de mérito y capacidad, las peculiaridades del
ejercicio de su derecho a la sindicación, el sistema de incompatibilidades y las garantías para la imparcialidad
en el ejercicio de sus funciones.

Consagra así una Administración “responsable” frente al ciudadano, por cuantas actuaciones realice en su
cometido de servir con objetividad a los intereses generales. No obstante, los medios para asegurar el
sometimiento de la Administración a la legalidad, así como la garantía de la defensa frente a los eventuales
abusos administrativos, no se agotan en la fiscalización que se pueda realizar en la jurisdicción contencio-
so-administrativa frente a los actos y normas que de ella dimanen. Junto con el control y la revisión judicial
de los actos emanados de la Administración, coexiste la responsabilidad funcionarial, tanto la disciplinaria,
vinculada a la exigencia del buen funcionamiento de la gestión administrativa y la garantía de la correcta
actuación de los funcionarios, como la responsabilidad patrimonial, y por último la responsabilidad penal.

El fundamento primero de la existencia de un régimen disciplinario reside en la necesidad que tiene la
Administración -como organización prestadora de servicios- de mantener la disciplina interna y de asegurar
que sus agentes cumplan las obligaciones de su cargo. Este mecanismo trata de sancionar o castigar determi-
nadas conductas del personal funcionario de la Administraciones Públicas que constituyen incumplimiento
de los deberes y obligaciones que a éstos les corresponden en relación de la relación de servicios, con la
finalidad de preservar y obtener el correcto funcionamiento de la organización administrativa. Desde este
punto de vista, la potestad disciplinaria de la Administración guarda una semejanza con las facultades
disciplinarias de un empresario frente al trabajador. Sin embargo, la potestad disciplinaria  adquiere una
sustantividad propia desde que el régimen de la función pública pasa a regirse por el derecho administrativo
y debe formar parte necesariamente del régimen estatutario propio de los empleados públicos.

No obstante, la potestad disciplinaria tiene un ámbito más reducido que el penal pues el orden protegido
viene referido a la organización administrativa, es decir, a la relación de servicio, y el destinatario de su
protección es la propia Administración. En definitiva, el derecho disciplinario persigue la salvaguarda del
prestigio y dignidad de la Administración y la garantía de la correcta actuación frente a los ciudadanos. En
consecuencia, no se trata de la imposición de normas de convivencia social, más propias del derecho penal,
sino del acatamiento del mandato de observancia de los deberes del cargo por los empleados públicos para
el correcto funcionamiento del servicio.
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TEMA	12.‐	EL	PERSONAL	LABORAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	AA.PP.:	RÉGIMEN
JURÍDICO	APLICABLE.	LA	CONTRATACIÓN	LABORAL	EN	LA	ADMINISTRACIÓN

PÚBLICA:	MODALIDADES	DE	CONTRATO.	PERSONAL	FIJO	Y	PERSONAL	LABORAL.

1.‐	EL	PERSONAL	LABORAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS

1.1.- RÉGIMEN JURÍDICO GENERAL

El art. 3 del Estatuto de los Trabajadores se refiere a las fuentes de la relación laboral, determinando que los
derechos y obligaciones concernientes a la relación laboral se regulan:

a) Por las disposiciones legales y reglamentarias del Estado. Entre	éstas	se	encuentra	en	primer	lugar	el
propio	Estatuto	de	los	Trabajadores,	y	también:

‐Real	Decreto‐ley	17/1977,	de	4	de	marzo,	sobre	relaciones	de	trabajo

‐Ley	Orgánica	11/1985,	de	2	de	agosto,	de	Libertad	Sindical

‐Ley	36/2011,	de	10	de	octubre,	reguladora	de	la	jurisdicción	social

‐Real	Decreto	Legislativo	5/2000,	de	4	de	agosto,	por	el	que	se	aprueba	el	texto	refundido	de	la	Ley	sobre
Infracciones	y	Sanciones	en	el	Orden	Social

‐Real	Decreto	Legislativo	8/2015,	de	30	de	octubre,	por	el	que	se	aprueba	el	texto	refundido	de	la	Ley
General	de	la	Seguridad	Social

‐Ley	31/1995,	de	8	de	noviembre,	de	prevención	de	Riesgos	Laborales

‐Etc.

b) Por los convenios colectivos.

c) Por la voluntad de las partes, manifestada en el contrato de trabajo, siendo su objeto lícito y sin que
en ningún caso puedan establecerse en perjuicio del trabajador condiciones menos favorables o contra-
rias a las disposiciones legales y convenios colectivos antes expresados.

d) Por los usos y costumbres locales y profesionales.

Las disposiciones legales y reglamentarias se aplicarán con sujeción estricta al principio de jerarquía norma-
tiva. Las disposiciones reglamentarias desarrollarán los preceptos que establecen las normas de rango
superior, pero no podrán establecer condiciones de trabajo distintas a las establecidas por las leyes a
desarrollar.
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TEMA	13.‐	LA	LEY	DE	PREVENCIÓN	DE	RIESGOS	LABORALES:	DERECHO	A	LA
PROTECCIÓN	FRENTE	A	LOS	RIESGOS	LABORALES.	PRINCIPIOS	DE	LA	ACCIÓN
PREVENTIVA.	LA	EVALUACIÓN	DE	RIESGOS	Y	LA	PLANIFICACIÓN	DE	LA	ACCIÓN

PREVENTIVA.	CONSULTA	Y	PARTICIPACIÓN	DE	LOS	TRABAJADORES.

LA	LEY	31/1995,	DE	PREVENCIÓN	DE	RIESGOS	LABORALES:	INTRODUCCIÓN

El artículo 40.2 de la Constitución Española encomienda a los poderes públicos, como uno de los principios
rectores de la política social y económica, velar por la seguridad e higiene en el trabajo. Este mandato
constitucional conlleva la necesidad de desarrollar una política de protección de la salud de los trabajadores
mediante la prevención de los riesgos derivados de su trabajo y encuentra en la Ley de Prevención de
Riesgos Laborales su pilar fundamental. En la misma se configura el marco general en el que habrán de
desarrollarse las distintas acciones preventivas, en coherencia con las decisiones de la Unión Europea que
ha expresado su ambición de mejorar progresivamente las condiciones de trabajo y de conseguir este
objetivo de progreso con una armonización paulatina de esas condiciones en los diferentes países europeos.

De la presencia de España en la Unión Europea se deriva, por consiguiente, la necesidad de armonizar
nuestra política con la naciente política comunitaria en esta materia, preocupada, cada vez en mayor medida,
por el estudio y tratamiento de la prevención de los riesgos derivados del trabajo. Buena prueba de ello fue
la modificación del Tratado constitutivo de la Comunidad Económica Europea por la llamada Acta Única, a
tenor de cuyo artículo 118 A) los Estados miembros vienen, desde su entrada en vigor, promoviendo la
mejora del medio de trabajo para conseguir el objetivo antes citado de armonización en el progreso de las
condiciones de seguridad y salud de los trabajadores. Este objetivo se ha visto reforzado en el Tratado de
la Unión Europea mediante el procedimiento que en el mismo se contempla para la adopción, a través de
Directivas, de disposiciones mínimas que habrán de aplicarse progresivamente.

Consecuencia de todo ello ha sido la creación de un acervo jurídico europeo sobre protección de la salud de
los trabajadores en el trabajo. De las Directivas que lo configuran, la más significativa es, sin duda, la
89/391/CEE, relativa a la aplicación de las medidas para promover la mejora de la seguridad y de la salud
de los trabajadores en el trabajo, que contiene el marco jurídico general en el que opera la política de
prevención comunitaria.

La Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales (en adelante LPRL) transpone al
Derecho español la citada Directiva, al tiempo que incorpora al que será nuestro cuerpo básico en esta
materia disposiciones de otras Directivas cuya materia exige o aconseja la transposición en una norma de
rango legal, como son las Directivas 92/85/CEE, 94/33/CEE y 91/383/CEE, relativas a la protección de la
maternidad y de los jóvenes y al tratamiento de las relaciones de trabajo temporales, de duración determina-
da y en empresas de trabajo temporal. Así pues, el mandato constitucional contenido en el artículo 40.2 de
nuestra ley de leyes y la comunidad jurídica establecida por la Unión Europea en esta materia configuran el
soporte básico en que se asienta la LPRL. Junto a ello, los compromisos contraídos con la Organización
Internacional del Trabajo a partir de la ratificación del Convenio 155, sobre seguridad y salud de los trabaja-
dores y medio ambiente de trabajo, enriquecen el contenido del texto legal al incorporar sus prescripciones
y darles el rango legal adecuado dentro de nuestro sistema jurídico.
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TEMA	14.‐	EL	PRESUPUESTO:	CONCEPTO	Y	PRINCIPIOS	PRESUPUESTARIOS.
EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	DE	EJECUCIÓN	DEL

PRESUPUESTO	DE	GASTO.	ÓRGANOS	COMPETENTES.
FASES	DEL	PROCEDIMIENTO	Y	SUS	DOCUMENTOS	CONTABLES.

1.‐	EL	PRESUPUESTO	PÚBLICO

1.1.- INTRODUCCIÓN HISTÓRICA

Históricamente el peso del Sector Público en la economía se ha ido incrementando, surgiendo la necesidad
de intervenir ante los fallos que presentaba el mercado en otras épocas como eficiente asignador de los
recursos. De esta forma nació la necesidad de proveer bienes públicos puros -aquellos que presentan como
característica la no rivalidad en el consumo, o de consumo colectivo, y donde es imposible aplicar el principio
de exclusión (Ej: la defensa)- así como otros bienes con externalidades (Ej.: la sanidad).

El Estado va a desarrollar una serie de actividades, por lo que necesita recursos financieros para hacer frente
a los gastos que las mismas originan. Esta actividad económica del sector público es una actividad financiera,
y con el presupuesto se van a:

- Definir y clasificar tales actividades o gastos públicos que se van a realizar.
- Cuantificar monetariamente los gastos.
- Calcular los medios y recursos que son necesarios para desarrollarlos.

La aparición y generalización del presupuesto en las diversas economías estatales tiene lugar entre finales
del siglo XVIII y principios del siglo XIX. Esta tardía aparición del presupuesto se debe a una serie de razones:

- Políticas: en la época medieval existía un fraccionamiento y dispersión del Estado, con un desconoci-
miento de las actividades económicas públicas.

- Económicas-financieras: escasa dimensión de la actividad económica.

- Constitucionales: el sistema democrático va unido a la institución presupuestaria, concreta con exacti-
tud los límites dentro de los cuales el poder legislativo concede su mandato al ejecutivo para la gestión
presupuestaría.

Así nace el presupuesto a comienzos del siglo XIX con el fin de cumplir una serie de razones o funciones que
justifican su elaboración y ejecución:

a) Racionalizar la ordenación del conjunto de gastos e ingresos de las Administraciones Públicas ante
el volumen, magnitud y diversidad de las actividades públicas en el Estado moderno.

b) Concretar documentalmente el mandato del legislativo al ejecutivo.
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TEMA	15.‐	EL	SISTEMA	DE	CIENCIA	Y	TECNOLOGÍA	EN	ESPAÑA.
LA	POLÍTICA	CIENTÍFICA	Y	TECNOLÓGICA.	OBJETIVOS.

1.‐	EL	SISTEMA	DE	CIENCIA	Y	TECNOLOGÍA	EN	ESPAÑA

1.1.- REGULACIÓN GENERAL

El Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Innovación (SECTI) está definido en el art. 3 de la Ley 14/2011,
de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, como el conjunto de agentes, públicos y privados,
que desarrollan funciones de financiación, de ejecución, o de coordinación en el mismo, así como el conjunto
de relaciones, estructuras, medidas y acciones que se implementan para promover, desarrollar y apoyar la
política de investigación, el desarrollo y la innovación en todos los campos de la economía y de la sociedad.

El SECTI está integrado, en lo que al ámbito público se refiere, por las políticas públicas desarrolladas por
la Administración General de Estado y por las desarrolladas, en su propio ámbito, por las Comunidades
Autónomas.

La Ley 14/2011 contempla tres tipos de agentes:

• Agentes de coordinación.- Son las Administraciones Públicas, así como las entidades vinculadas o
dependientes de éstas, cuando desarrollen funciones de disposición metódica o concierto de medios y
recursos para realizar acciones comunes en materia de investigación científica y técnica o de innovación,
con el fin de facilitar la información recíproca, la homogeneidad de actuaciones y la acción conjunta de
los agentes del Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Innovación, para obtener la integración de
acciones en la globalidad del sistema. La coordinación general de las actuaciones en materia de investi-
gación científica y técnica se llevará a cabo por la Administración General del Estado, a través de los
instrumentos que establece la presente ley.

• Agentes de financiación.- Son las Administraciones Públicas, las entidades vinculadas o dependientes
de éstas y las entidades privadas, cuando sufraguen los gastos o costes de las actividades de investigación
científica y técnica o de innovación realizadas por otros agentes, o aporten los recursos económicos
necesarios para la realización de dichas actividades.

• Agentes de ejecución.- Son las entidades públicas y privadas que realicen o den soporte a la investiga-
ción científica y técnica o a la innovación.

1.2.- PRINCIPIOS

El Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Innovación se rige por los principios de calidad, coordinación,
cooperación, eficacia, eficiencia, competencia, transparencia, internacionalización, evaluación de resultados,
igualdad de oportunidades y rendición de cuentas.
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TEMA	16.‐	LOS	PROGRAMAS	COMUNITARIOS	DE	INVESTIGACIÓN.	OBJETIVOS.

INTRODUCCIÓN

La política europea de investigación y desarrollo tecnológico (IDT) ha ocupado un lugar destacado en la
legislación europea desde la firma de los primeros Tratados comunitarios; se amplió a principios de los años
ochenta con el establecimiento de un programa marco de investigación en Europa. Desde 2014, la mayor
parte de la financiación para investigación en la Unión se ha agrupado en el programa Horizonte 2020, el
Octavo Programa Marco de Investigación e Innovación en Europa, que cubre el período 2014-2020 y cuyo
objetivo es garantizar la competitividad de la Unión a escala mundial. Su sucesor, Horizonte Europa, el
próximo programa de investigación e innovación de la Unión, se lanzará en 2021.

• Objetivos:

Desde el Acta Única Europea, el objetivo de la política de investigación y desarrollo tecnológico de la
Unión ha sido fortalecer las bases científicas y tecnológicas de la industria de la Unión e incrementar su
competitividad internacional. Por otra parte, el artículo 179 del TFUE especifica que «la Unión tendrá
por objetivo fortalecer sus bases científicas y tecnológicas mediante la realización de un espacio europeo
de investigación en el que los investigadores, los conocimientos científicos y las tecnologías circulen
libremente».

• Resultados:

-Programas marco de investigación.- El primer programa marco se estableció en 1983 por un período
de cuatro años. En los treinta años siguientes, los programas marco sucesivos han prestado apoyo
financiero a la aplicación de las políticas de la Unión en materia de investigación e innovación (I+i). Los
programas marco, cuya amplitud, alcance y ambición aumentan progresivamente, se han convertido en
una parte importante de la cooperación en el ámbito de la investigación en la Unión. Su objetivo ha
evolucionado, asimismo, desde el apoyo a la cooperación transfronteriza en el ámbito de la investigación
y la tecnología hasta la promoción de una auténtica coordinación europea de las actividades y las políti-
cas. Con un presupuesto de casi 80 000 millones EUR, Horizonte 2020, octavo programa marco, es el más
grande y ambicioso concebido hasta ahora. Por otra parte, la política de cohesión y otros programas de
la Unión ofrecen oportunidades relacionadas con la investigación, como los Fondos Estructurales y de
Inversión Europeos, COSME, Erasmus+, el programa LIFE, el Mecanismo «Conectar Europa» y los progra-
mas de salud de la Unión.

-Coordinación y colaboración (internacional).- En 2002 se puso en marcha la Red del Espacio Europeo
de Investigación (ERA-NET) con el fin de apoyar la coordinación y la colaboración entre los programas
de investigación nacionales y regionales y reforzar la coordinación de los programas ejecutados en los
Estados miembros y los países asociados mediante la creación de redes, como ejemplifican la «apertura
recíproca» de programas y la puesta en marcha de actividades conjuntas. Desde el mismo espíritu de
coordinación y cooperación, Horizonte 2020 cubre los costes operativos de COST, un marco interguber-
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TEMA	17.‐	LOS	ORGANISMOS	PÚBLICOS	DE	INVESTIGACIÓN:
RÉGIMEN	JURÍDICO.	CARACTERÍSTICAS.	FUNCIONES	Y	ESTRUCTURA.

1.‐	LOS	ORGANISMOS	PÚBLICOS	DE	INVESTIGACIÓN

Son Organismos Públicos de Investigación los creados para la ejecución directa de actividades de investiga-
ción científica y técnica, de actividades de prestación de servicios tecnológicos, y de aquellas otras activida-
des de carácter complementario, necesarias para el adecuado progreso científico y tecnológico de la socie-
dad, que les sean atribuidas por esta ley o por sus normas de creación y funcionamiento. Además, el Instituto
de Salud Carlos III realizará actividades de financiación de la investigación científica y técnica.

Según la Ley 14/2011, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, tienen la condición de Organismos
Públicos de Investigación de la Administración General del Estado la Agencia Estatal Consejo Superior de
Investigaciones Científicas (CSIC), el Instituto Nacional de Técnica Aeroespacial (INTA), el Instituto de Salud
Carlos III (ISCIII), el Instituto Geológico y Minero de España (IGME), el Instituto Español de Oceanografía
(IEO), el Centro de Investigaciones Energéticas Medioambientales y Tecnológicas (CIEMAT), el Instituto
Nacional de Investigación y Tecnología Agraria y Alimentaria (INIA), y el Instituto de Astrofísica de Canarias
(IAC), sin perjuicio de su propia naturaleza consorcial.

2.‐	AGENCIA	ESTATAL	CONSEJO	SUPERIOR	DE	INVESTIGACIONES	CIENTÍFICAS	(CSIC)

La Agencia Estatal Consejo Superior de Investigaciones Científicas (CSIC) es la mayor institución pública
dedicada a la investigación en España y la tercera de Europa. Adscrita al Ministerio de Ciencia e Innovación,
a través de la Secretaría General de Investigación, su objetivo fundamental es desarrollar y promover
investigaciones en beneficio del progreso científico y tecnológico, para lo cual está abierta a la colaboración
con entidades españolas y extranjeras. Según su Estatuto (artículo 4), tiene como misión el fomento, coordi-
nación, desarrollo y difusión de la investigación científica y tecnológica, de carácter pluridisciplinar, con el
fin de contribuir al avance del conocimiento y al desarrollo económico, social y cultural, así como a la
formación de personal y al asesoramiento de entidades públicas y privadas en esta materia.

El CSIC desempeña un papel central en la política científica y tecnológica, ya que abarca desde la investiga-
ción básica a la transferencia del conocimiento al sector productivo. El motor de la investigación lo forman
sus centros e institutos, distribuidos por todas las comunidades autónomas, y sus más de 15.000 trabajado-
res, de los cuales más de 3.000 son investigadores en plantilla y otros tantos doctores y científicos en
formación. El CSIC cuenta con el 6 por ciento del personal dedicado a la Investigación y el Desarrollo en
España, que genera aproximadamente el 20 por ciento de la producción científica nacional. Además, gestiona
un conjunto de importantes infraestructuras, la red más completa y extensa de bibliotecas especializadas
y cuenta con unidades mixtas de investigación.

Por su carácter multidisciplinar y multisectorial el CSIC cubre todos los campos del conocimiento. Su activi-
dad, que abarca desde la investigación básica hasta el desarrollo tecnológico, se organiza en torno a ocho
áreas científico-técnicas:
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TEMA	18.‐	LA	LEY	14/2011,	DE	LA	CIENCIA,	LA	TECNOLOGÍA	Y	LA	INNOVACIÓN.

INTRODUCCIÓN

La Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, incorpora un conjunto de medidas
de carácter novedoso que persiguen situar a la legislación española en materia de ciencia y tecnología e
innovación en la vanguardia internacional. Entre estas medidas para una «Ciencia del siglo XXI» destacan
la incorporación del enfoque de género con carácter transversal; el establecimiento de derechos y deberes
del personal investigador y técnico; el compromiso con la difusión universal del conocimiento, mediante el
posicionamiento a favor de las políticas de acceso abierto a la información científica; la incorporación de la
dimensión ética profesional, plasmada en la creación de un Comité que aplicará los criterios y directrices
internacionalmente aceptados; o el concepto de cooperación científica y tecnológica al desarrollo.

La ley profundiza en la vertebración de las relaciones y en el diálogo entre ciencia, tecnología, innovación
y sociedad. En particular, reconoce las actividades de divulgación y de cultura científica y tecnológica como
consustanciales a la carrera investigadora, para mejorar la comprensión y la percepción social sobre cuestio-
nes científicas y tecnológicas y la sensibilidad hacia la innovación, así como para promover una mayor
participación ciudadana en este ámbito.

La ley desarrolla el título competencial contenido en el artículo 149.1.15.ª de la Constitución Española e
incorpora normas relativas a otros ámbitos de competencias de la Administración General del Estado. Se
considera el concepto de investigación científica y técnica como equivalente al de investigación y desarrollo,
entendido como el trabajo creativo realizado de forma sistemática para incrementar el volumen de conoci-
mientos, incluidos los relativos al ser humano, la cultura y la sociedad, el uso de esos conocimientos para
crear nuevas aplicaciones, su transferencia y su divulgación.

Su estructura es la siguiente:

Preámbulo

• TÍTULO PRELIMINAR. Disposiciones generales

• TÍTULO I. Gobernanza del Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Innovación

• TÍTULO II. Recursos humanos dedicados a la investigación

CAPÍTULO I. Personal Investigador al servicio de las Universidades públicas, de los Organismos
Públicos de Investigación y de los Organismos de investigación de otras Administraciones Públicas

Sección 1.ª Disposiciones generales
Sección 2.ª Contratación del personal investigador de carácter laboral




